Cientifismo hooligan contra la inmigración

Hemos leído con estupefacción el artículo de David Reher y Blanca Sánchez Alonso “La excepcionalidad española”, publicado el pasado 18 de febrero. Estupefacción ante la pretensión de objetividad cuando se utilizan argumentos parciales que contribuyen a azuzar fantasmas en un contexto de crisis y dar carta de legitimidad a procesos legislativos que tratan de recortar lo que los autores mismos califican como “derechos fundamentales”.

En síntesis, la línea argumental de Reher y Sánchez Alonso afirma: (1) que la inmigración hacia España desde el año 2000 ha tenido una intensidad desproporcionada respecto a países similares; (2) que el sistema de bienestar en España es mucho más generoso que el de los países de su entorno en materia de concesión de derechos de educación y sanidad a las personas migrantes, específicamente a quienes están en situación irregular; (3) que, dado que las y los migrantes son racionales, entre ambos fenómenos existe una relación de causalidad: la denominada “excepcionalidad española” sería “ese ingrediente de la receta que convierte un apetitoso plato en irresistible”. Culminando con una llamada de atención a (4) las negativas consecuencias que lo anterior tiene para un sistema educativo y sanitario sometido a fuertes estrecheces así como para el clima de tolerante convivencia social. 

Estos cuatro puntos no sólo son parciales y/o engañosos, sino que sugieren una visión utilitarista de la migración y de la concesión de derechos fundamentales radicalmente opuesta a los principios básicos de un estado democrático. ¿Acaso los artículos 25 y 26 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos no se aplican en este territorio? 

En primer lugar, la forma de calcular la intensidad del flujo migratorio es problemática. Todo análisis al uso debe introducir una dimensión histórica, que no sólo compare los flujos contemporáneos en un país con lo de otros países, sino que contraste con los habidos en momentos históricos anteriores, de salida y entrada. Un análisis que, en consecuencia, hable de la historia migratoria de los países y de cómo las personas inmigrantes han ido pasando a formar parte de las poblaciones nacionales. Tener esto en cuenta situaría en una perspectiva mucho menos alarmista el incontestable hecho de que en el nuevo milenio España se ha configurado como el punto de destino de importantes flujos migratorios desde Iberoamérica y países de Europa del Este. 

En segundo lugar, la comparación de los servicios de bienestar accesibles a la población extranjera en otros países europeos y en España no presenta diferencias que avalen la supuesta “excepcionalidad española”. En algunos países europeos –como Alemania-, tanto las escuelas como los centros de salud sí atienden a migrantes sin papeles, pero lo hacen de modo solapado o escondido. La confusión entre inmigrantes en general e inmigrantes irregulares en el texto, está destinada a hacer coherente un diagnóstico a todas luces incorrecto de la participación de la población inmigrante en el sistema de servicios de bienestar social, como contribuyentes y como usuarios. 

En tercer lugar, ni siquiera aceptando que España represente una excepcionalidad tanto en lo referente al número de inmigrantes que acoge como en los derechos que les garantiza, puede deducirse una relación de causalidad entre ambos procesos. Para sustentar tal hipótesis, Reher y Sánchez Alonso siguen una triple línea argumental: la sincronía de los fenómenos, la capacidad de elección racional de las y los migrantes y su alta valoración del sistema educativo y sanitario español; y el menosprecio de otros factores tales como el crecimiento económico y la asociada demanda de mano de obra. El primer argumento se sostiene en una correlación infundada pues el movimiento de personas de un lugar a otro no es una respuesta al tipo de acceso a los servicios educativos y de salud de los países de destino. No sólo no existe una relación causal entre lo uno y lo otro, sino que además, un análisis de ese tipo omite el hecho de que los procesos migratorios se efectúan en tiempos y momentos desiguales, variables y disímiles que se enmarcan en procesos locales, nacionales y globales. Ni todos los migrantes vienen al mismo tiempo, ni todos permanecen en el mismo lugar, ni todos deciden quedarse o irse en las mismas circunstancias y momentos. El segundo, violenta los hechos empíricos comprobados: los proyectos migratorios, si bien privilegian la generación de ingresos monetarios frente a otras facilidades ofrecidas en los países de destino, no surgen de un mero cálculo coste-beneficio (por desconocimiento de las condiciones ciertas de los países de destino, por impacto de otros factores tales como las desigualdades en origen, peculiarmente las de género, etc.). El tercer argumento es fácilmente rebatible si analizamos el crecimiento del PIB español (superior al de la mayoría de países comunitarios en el periodo considerado) y la creación asociada de oportunidades laborales, especialmente en sectores poco cualificados y de gran peso de la economía sumergida en los cuales se ha basado en gran medida el modelo de crecimiento español, como la construcción. Por último, cabe sorprenderse por la nula atención prestada a las condiciones de los países de partida, un enfoque eurocéntrico que sólo considera los factores de atracción y no los de expulsión (feroces conflictos civiles, crisis financieras y económicas a las que no son ajenos los intereses de grandes empresas españolas, etc.).

Pero, ante todo y a diferencia del lavado de manos del artículo, en el que no se entra “a valorar argumentos a favor o en contra de la concesión de esos derechos”, consideramos que sí debemos hablar de derechos y de servicios públicos. El acceso a la educación básica no sólo es un derecho de niños, niñas y adolescentes sino también una obligación de los gobiernos. Siendo la única manera de garantizar la integración cultural, profesional y humana de la nueva población de origen foráneo, la no educación no es una opción, excepto si se entiende ésta como un campo de juego para la competencia y la jerarquización social. El acceso a los servicios sanitarios que provee el sistema público de salud tiene por objeto garantizar la salud individual y, a través de ésta, la salud pública. 
Por último y desmintiendo el cuarto argumento, las posibles deficiencias o tensiones soportadas por el sistema educativo y sanitario no se explican en ningún caso por la presencia de población migrante. Ha sido reiteradamente constatado que la población inmigrante, mayoritariamente en edad de trabajar, es contribuyente neta a la seguridad social y a los servicios de bienestar en general. Las y los migrantes regulares son un elemento necesario para financiar el estado de bienestar que actualmente disfruta la población española y extranjera residente. Más aún, las y los migrantes tanto regulares como irregulares suplen en gran medida las carencias del estado del bienestar y el déficit de servicios públicos, al insertarse en sectores de cuidados, como el empleo de hogar.

La debilidades del estado del bienestar están más bien relacionadas con procesos sociales que, de seguir las sugerencias en materia de política migratoria de Reher y Sánchez Alonso, no harían más que ahondarse: la fragmentación de la supuesta universalidad de los derechos de ciudadanía correlacionada con la privatización del sistema educativo y sanitario claramente y con la alimentación de los círculos concéntricos de pobreza, marginación y exclusión; y la perpetuación de las tensiones que soportan las familias, y en ellas las mujeres, de un régimen de bienestar familista que hace aguas.

Terminamos haciendo eco del llamamiento que la Organización Internacional de las Migraciones hace, en los actuales momentos de crisis, a extremar las precauciones para “asegurarse que las y los migrantes, a cuya estigmatización se es peculiarmente proclive en estas circunstancias, estén adecuadamente protegidos de la xenofobia y la discriminación en las esferas social y laboral”. Quizá hoy, frente a la renovación de la Ley de Extranjería, sea más que nunca el momento de ratificar la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, adoptada por Naciones Unidas en 1990 y que, a 31 de enero pasado, estaba ratificada únicamente por 40 países, ninguno de ellos de la UE-27.

